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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por el Ministerio Público en contra del fallo de condena de fecha doce (12) de febrero-07.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- El día veintitrés (23) de diciembre del 2006, a eso de las 10:20 horas, miembros de la Policía Nacional aprehendieron en el sector conocido como Rocío Alto de esta capital al joven OSCAR MAURICIO SÁNCHEZ. La retención tuvo por causa el hallazgo en su poder de un cigarrillo de marihuana y de una bolsa negra contentiva de similar sustancia que arrojó un peso neto de 24.1. grs. 
1.2.- Al momento de la imputación, la Fiscalía le enrostró el delito de Porte de Estupefacientes contemplado en el inciso segundo del artículo 376 del Código Penal, cargo que aceptó de manera libre, consciente, espontánea y debidamente informado.
1.3.- Por tal motivo, la actuación continuó por el rito de la terminación anormal del proceso y pasó al Juzgado Primero Penal del Circuito de esta capital con funciones de conocimiento, autoridad que realizó la respectiva audiencia de individualización de pena y de sentencia, la cual concluyó con el proferimiento de un fallo de condena para SÁNCHEZ SAENZ que le impuso una sanción aflictiva de la libertad de treinta y cinco (35) meses y seis (6) días de prisión, multa de $598.400.oo a favor del Consejo Nacional de Estupefacientes y la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo tiempo de la principal. Se le concedió al justiciable el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, por un período de prueba de tres (3) años.
1.4.- El señor representante del Ministerio Público no estuvo de acuerdo con la decisión, motivo por el cual la impugnó y es la razón para que los registros se encuentren en este Tribunal a la espera de resolver la impugnación.
2.- El Debate

2.1- Ministerio Público -recurrente-
- Llama la atención acerca del número de casos que están haciendo carrera en los estrados judiciales, por dosis insignificantes. Situación que ha llevado a la agencia del Ministerio Público a sostener como postura que ese tipo de comportamientos no deberían judicializarse, dado que el infractor no merece una pena sino un tratamiento rehabilitador.

- Se trata de conductas puntuales y concretas en donde el potencial daño al bien jurídico de la Salubridad Pública es demasiado leve como para justificar la acción Estatal.
- Es muy importante, en su criterio, tener en consideración que se trata de una persona joven, que está haciendo estudios universitarios, que no posee una trayectoria judicial y que para su caso se debería acoger la tesis del delito de bagatela a efectos de impedir un mayor perjuicio.

- Se trata simplemente de un adicto, de alguien que se sintió facultado por el propio Estado para adquirir su dosis personal hasta el tope permitido, pero que, por desconocimiento del verdadero peso, consideró que no sobrepasaba ese límite hasta alcanzar lo prohibido.
- Sobre este particular existen tesis enfrentadas, pero de todas formas el Juez no debería adoptar una posición ciega, irreflexiva y fría frente a la norma, como rindiéndole culto a algo que escapa a nuestra realidad cotidiana.

- Treinta y cinco meses es mucha pena, con mayor razón cuando no ha existido voluntad de transgredir la ley.

- Su petición va dirigida por tanto a que el Tribunal considere que 24.1 grs. es muy poca cantidad y es más próxima al límite de lo permitido, atendidas las condiciones personales del infractor, que, repite, es persona joven, universitario, cuyo único pecado es ser adicto a la marihuana y no merece que se le afecta a futuro con un antecedente judicial.
En el acto público de sustentación, el Magistrado Ponente solicitó a la parte recurrente que concretara cuál era, en criterio del Ministerio Público, la cantidad que por encima de la dosis personal debería tenerse como insignificante, en tratándose de marihuana -sustancia a la cual se concreta la actuación-, a lo cual expuso que 25 gramos.
Igualmente, se le solicitó al Delegado aclarar si la manifestación según la cual: “el joven pensó que la cantidad entregada no superaba los 20 gramos al momento de adquirirla”, que nos lleva a pensar en un posible error de tipo a su favor, fue algo que manifestara éste luego de hacer dejación de su derecho a guardar silencio o por el contrario es fruto de la apreciación subjetiva del señor Procurador. A lo cual se aclaró que OSCAR MAURICIO no había hecho esa manifestación y que correspondía simplemente al entendimiento que posee del asunto el representante del Ministerio Público.

2.2.- Defensor -no recurrente-
Comparte con el Ministerio Público dos aspectos importantes: (i) el tratarse de un comportamiento patrocinado por el Estado al autorizar la dosis mínima de aprovisionamiento, que entra a formar parte del libre desarrollo de la personalidad, y (ii) el estado de adicción que viene afectando a su patrocinado, a quien antes que una pena debería ofrecérsele ayuda terapéutica.
Destaca que en realidad estamos en presencia de una persona muy joven, miembro de una familia prestante, seria, sin antecedentes de ningún orden.

Piensa que esos pocos gramos de más son insignificantes y al ciudadano adicto no se le puede exigir que ande con una gramera en el bolsillo para establecer cuándo la cantidad entregada sobrepasa el límite de lo permitido.

El dolo no es tan convincente en este caso particular, toda vez que el peso que excede los veinte (20) gramos es muy poca cantidad como para ser advertida por su cliente. Tal vez si se estuviera hablando de treinta y cinco gramos o más, sería algo representativo, pero cuatro gramos es realmente insignificante como para justificar una sanción penal.
Adicionalmente, hay que tener presente que con esta clase de comportamientos en realidad no se ataca al Estado, sólo se hace daño el individuo; y, en lo que toca con OSCAR MAURICIO, dada su personalidad, la ausencia de antecedentes, por tener arraigo en la comunidad y estar realizando estudios superiores, no debería afectársele en su hoja de vida con este precedente.
2.3.- Procesado -no recurrente-

Se le concedió la palabra para intervenir, pero no hizo uso de ella.

3.- La Decisión

Asume la Corporación el conocimiento del caso en consideración a la competencia objetiva, territorial y funcional que la ley le otorga.

No se avizoran irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación, pues todos los actos se hallan ajustados a los ritos procesales propios del sistema penal adversarial.

La temática propuesta, como bien lo indicaron las partes al momento de la sustentación, no es nueva, por el contrario, ha sido motivo de reflexión en diversas oportunidades, lo que nos da a entender que aún subsiste alguna inconformidad sobre el asunto, con mayor razón en un caso límite como el que ahora nos ocupa por las características que serán detalladas más adelante.

Se trata de establecer: (i) si la cantidad de 24.1 grs. de cannabis sativa comúnmente conocida como marihuana, que fue hallada en poder del joven SÁNCHEZ SAENZ, quien según se afirma la tenía para su personal consumo, es tan poca cantidad que no merece reproche penal, y (ii) si por esa nimiedad hay lugar a considerar la ausencia de lesividad al bien jurídico de la Salud Pública y por lo mismo la obligatoria absolución por carencia de antijuridicidad material.
En tan particulares condiciones, es nuestro deber retomar la línea de pensamiento del Tribunal para decir si confrontados los precedentes que al respecto se tienen, hay lugar o no a modificar el fallo confutado. Y ese tiene que ser el método a seguir, habida consideración a que según lo ordenado por la Corte Constitucional en materia del precedente horizontal, es una obligación constitucional de los jueces unipersonales y colegiados, respetar sus propias decisiones. Puntualmente dijo el órgano de cierre: 
El precedente horizontal […] hace referencia al deber de las autoridades judiciales de ser consistentes con las decisiones por ellas mismas adoptadas, de manera que casos con supuestos fácticos similares sean resueltos bajo las mismas fórmulas de juicio, a menos que expongan razones suficientes para decidir en sentido contrario.

Ello deriva no solo de elementales consideraciones de seguridad jurídica –pues las decisiones de los jueces deben ser razonablemente previsibles- sino también del respeto al principio de igualdad, puesto que no es justo que casos iguales sean resueltos de manera distinta por un mismo juez.

Para el Tribunal entonces, existe una exigencia ética en el principio de confianza en las decisiones judiciales, que nos impone abordar el tema desde el punto de vista que ya se tenía decantado, salvo que la situación concreta nos obligue a replantear el precedente para adoptar un rumbo diferente, caso en el cual, será nuestro deber decirlo así expresamente.

Las generalidades de lo que ha sido el pensamiento del Tribunal en esa materia, se encuentran condensadas en providencia del veintiocho (28) de Julio de 2006, con ponencia de quien ahora asume igual cometido; motivo por el cual se retomarán los apartes más pertinentes para luego confrontarlos con el caso singular que hoy nos ocupa. En aquella ocasión se recordó: 
[…] en la línea de pensamiento de este Tribunal no han estado ausentes las reflexiones en orden a flexibilizar hasta donde las posibilidades interpretativas lo han permitido, todo aquello que atañe al grado de lesión al bien jurídico en este particular tipo penal. Luego de esa reseña, pasaremos a decir por qué no se ha considerado correcto sostener una tesis como la que contiene el fallo confutado.

Un sintético recuento histórico de esas decisiones y en orden cronológico, nos muestra lo siguiente:

Mediante Sentencia de fecha once (11) de Junio de 2001, M.P. Jorge Alzate Villa, radicación 0223, esta Corporación aplicó la figura del delito bagatelar al porte de estupefaciente que excedía en una cantidad verdaderamente insignificante la dosis personal (se trataba de cinco papeletas que contenían cocaína en cantidad de 1.2 gramos). Ese fallo fue objeto de interposición del recurso extraordinario de casación por parte de la Fiscalía, y el resultado fue la Sentencia del treinta y uno (31) de Marzo de 2004 de la Corte Suprema de Justicia, M.P. Herman Galán Castellanos, radicación 18609, por medio de la cual casó el fallo de segundo grado antes referido.

Desde ese entonces, al menos con ponencia de quien ahora cumple igual función, se han proferido decisiones referidas a los siguientes puntos problemáticos que tienen incidencia directa con la antijuridicidad en los delitos de narcotráfico: 

- En Sentencia del doce (12) de Mayo de 2004 con radicación 0171, reiterada en decisiones del primero (1º) de Diciembre de 2004, y del treinta y uno (31) de Mayo de 2006, se planteó la opción de hacer uso de una figura jurídica foránea, ajena a nuestra tradición, conocida en otras latitudes como dosis compartida, la cual posee una singular connotación en tratándose de la lesividad al bien jurídico de la Salubridad Pública. 

- En Salvamento de Voto del quince (15) de abril de 2005, caso radicado al No 0200, se rescató una posición que tenía desde antes la Corporación y que había perdido actualidad, nos referimos a la distinción en el grado de lesión de cada uno de los verbos rectores en un tipo penal compuesto alternativo como el que ahora nos convoca. Se dijo entonces que el simple porte no podía ser asimilado en su grado de lesión al bien jurídico con respecto a la conducta del expendio y que esa precisión era indispensable para efectos de la congruencia. El asunto fue objeto de demanda y dio lugar a otra Sentencia de Casación del veinte (20) de Octubre del año próximo pasado, M.P. Mauro Solarte Portilla con radicación 24026, por medio de la cual se hizo énfasis en la necesidad de esa distinción y su trascendencia para efectos de la congruencia, situación que es la que desde entonces acoge sin restricción esta Sala de Decisión. Cabe recordar curiosamente, que los hechos a los cuales se hacía referencia en esa oportunidad, consistieron en el hallazgo de dos (2) gramos de sustancia a base de cocaína; la Fiscalía acusó por el verbo rector portar, el Juzgado del conocimiento absolvió con fundamento en la ausencia de antijuridicidad material, y finalmente la Corte condenó sin que haya admitido la configuración de un delito bagatelar.

- En Sentencia de Mayo cinco (05) de 2005, Radicación 0373, se precisó el alcance de la antijuridicidad material por el daño efectivo en los delitos de peligro abstracto.

- Con fecha dieciséis (16) de Mayo de 2005, en proceso con radicación 0305, se tuvo en consideración para aminorar los rigores de las disposiciones sobre tráfico de estupefacientes, la indigencia y las condiciones de desprotección social.

- Finalmente, en decisión del treinta y uno (31) de Mayo de 2006, se dio aplicación precisamente al delito bagatelar en una conducta similar a la que ahora es motivo de análisis, pero en una cantidad que realmente superaba en grado ínfimo la dosis permitida, pues estábamos frente al porte, para el consumo, de 21.63 grs. de marihuana.

De lo dicho, creemos, no puede concluirse cosa distinta a que esta Corporación no ha sido indiferente al problema y ha dado muestras de intentar adaptar lo jurídico a nuestra cotidiana realidad, enseñando inconformidad respecto a la aplicación indebida del derecho positivo cuando a ello ha habido lugar.

Pero que así haya sido, no significa que podamos entrar en un determinismo judicial sin precedentes, sin parar mientes en los contornos de las normas legales y supralegales, a la espera de transformar las reglas existentes e imponer erga omnes una interpretación que de prosperar haría inaplicable la voluntad del legislador.

[…]
Se puede estimar, en forma aislada, que una dosis personal de marihuana puede no ser perjudicial; sin embargo, es claro que el efecto sí es realmente grave cuando supera esa cantidad porque la sobredosis ocasiona la despersonalización del individuo quien puede presentar alucinaciones; además, repercute en un daño tóxico en aquellos adictos crónicos, pues lleva aparejada una potencial lesión en el ADN y por lo mismo la deformación genética en su descendencia
. No se trata por tanto de una simple autolesión, de algo que se quede en la esfera del sujeto que es libre de consumir, sino de la trasgresión de valores sociales realmente esenciales para la preservación de la especie humana.

Un primer punto a tener presente, es el arduo debate de contenido social, jurídico y filosófico que se cierne en torno a la despenalización de la dosis personal, fiel reflejo de lo cual fue la Sentencia C-221 de mayo 05 de 1994 que declaró inexequible el artículo 51 de la Ley 30 de 1986 al penalizar el porte de la dosis personal con arresto y multa, decisión que giró en torno al libre desarrollo de la personalidad vs. la defensa del colectivo que sustentaron los salvamentos de votos. No fue una decisión pacífica acerca de la cual tuviera cabida el unanimismo. Sea como fuere, lo que está claro es que por parte alguna la Corte alude a que ese consumo de dosis personal sea un comportamiento socialmente edificante, digno de admirar o de imitar; por el contrario, se considera perjudicial pero que sin embargo no debe ser sancionado al menos a ese nivel; incluso, no obstante salir avante la tesis mayoritaria de la despenalización, la misma Corporación guardiana de la Carta se cuidó bien de hacer expresa excepción de cierto tipo de conductas que aún referidas a la dosis personal, debían seguir siendo sancionadas, caso del uso de narcóticos en presencia de menores de edad que propicien en ellos el consumo. Fue así como tuvo vía libre pocos días después, el Decreto 1108 del 31 de mayo de 1994, en cuyos artículos 4 y 16 se prohibió el uso de la dosis personal para menores y en lugares públicos, respectivamente; igualmente, la Ley 745 del 19 de Septiembre de 2002, por medio de la cual se vuelve a penalizar la citada dosis cuando afecta a terceros principalmente a menores, pero no con pena privativa de la libertad sino pecuniaria (multa), incluso convertible en arresto en caso de incumplimiento. Más tarde, como se recuerda, hubo un intento de incluir vía Referendo este tema tan álgido para un país en vía de desarrollo.

Conveniente recordar por todos también, que conforme a otro decreto muy anterior, nos referimos al 1188 de 1974, se tenía la posibilidad de analizar el monto de la dosis personal para cada individuo, razón por la cual Medicina Legal valoraba a cada procesado para hacer una estimación acerca de cuál era para esa persona individualmente considerada la cantidad de dosis personal. A partir de la Ley 30 de 1986, nuestro Legislador adoptó un rango fijo que es la escala que ahora conocemos. Para ese entonces, se tuvo en consideración un criterio social de conveniencia para favorecer la excarcelación habida consideración a los índices de hacinamiento carcelario, y se adoptó una escala que pudiera comprender con amplitud a todos los adictos. En esos términos, la fijación de la dosis personal fue generosa y es totalmente errado sostener que un (1) gramo de cocaína o veinte (20) gramos de marihuana sean en verdad unas cantidades insignificantes como aquí se ha llegado a escuchar.

Y es tan cierto lo que afirmamos, que un (1) gramo puro de cocaína es dosis letal, pues en términos toxicológicos se entiende que puede causar paro-cardiorespiratorio por agotamiento de centros nerviosos en atención a su alto poder estimulante.
 En otras palabras, no es cualquier cosa, ni se puede minimizar tan fácilmente sus efectos nocivos en el organismo como es lo que se advierte en las intervenciones de audiencia.

Se llega al punto de decirse coloquialmente, que veinte (20) gramos de marihuana “es un montoncito insignificante”, expresión caótica cuando se sabe que puede permitir el consumo de una persona para quince (15) días en condiciones normales de abastecimiento. Tal es la significación de esa cantidad a nivel mundial, que el Gobierno Mexicano acaba de vetar la despenalización del porte y el consumo personal de drogas, pues el pasado cuatro (4) de mayo negó la aprobación de la reforma a la Ley General de Salud y de los Códigos Penal Federal y Federal de Procedimiento Penal, al ser catalogada como muy permisiva en el tema de los narcóticos, no obstante que la nueva reglamentación aprobada inicialmente por el Senado Mexicano del 28 de abril de 2006, aspiraba tan solo a despenalizar el consumo de hasta cinco (5) gramos de marihuana, cincuenta (50) miligramos de cocaína, veinticinco (25) miligramos de heroína, 0,025 miligramos de LSD, cinco (5) gramos de opio y doscientos cincuenta (250) miligramos de hongos alucinógenos. Se dijo para su rechazo, que “debía quedar absolutamente claro que en ese país la posesión de drogas y su consumo son y seguirán siendo delitos”
. Y si eso se dice de cinco (5) gramos de marihuana y de cincuenta (50) miligramos de cocaína, entonces sólo cabe entender que la dosis de veinte (20) gr. de marihuana y de un (1) gramo de cocaína para Colombia, es tenida como algo escandaloso. Y ni qué decir para China, país en el cual el número de delitos por los cuales una persona puede ser ejecutada con la pena capital, asciende a 68, incluidos el fraude fiscal, la malversación de fondos y el tráfico de drogas.

Todo lo anterior, para indicar someramente que una tal insignificancia que aquí con facilidad se pregona, no tiene acogida en el contexto mundial.

Ahora bien, no es por supuesto este escenario el indicado para debatir si estamos o no de acuerdo con la política antidrogas del Estado, si es mejor optar, por ejemplo, por una legalización a la espera de desmotivar el comercio de esta mercancía a través de la ley de la oferta y la demanda, pues eso es, por supuesto, tema que escapa a nuestras posibilidades. La realidad, nuestra triste realidad, es que estamos sumidos en una subcultura con una cadena interminable de adherentes y que Tirios y Troyanos estamos de acuerdo, al menos, en una cosa sustancial: hay que combatir el narcotráfico y ese punto no está en discusión. 

Centrados por tanto en que en nuestro país rige una prohibición, llámese amplia o restrictiva, deseable o no deseable, compartida o no compartida, no hay posibilidad distinta que darle la aplicación racional y ponderada que nuestro ámbito judicial de movilidad nos autoriza. Para ello, corresponde entender que no hay lugar a desconocer la antijuridicidad del comportamiento con un criterio subjetivo, pues no otra cosa sucede cuando el Juez, so pretexto de no compartir los linderos legales, busca diseñar nuevos parámetros personales para seleccionar los casos que a su juicio deben quedar comprendidos en la norma.

Eso y nada más es lo que aquí se observa, porque de conformidad con la decisión absolutoria adoptada, ya será lícito, por obra del Juez y no de la Ley, el porte del doble o incluso del triple -como ya se ha visto- de la denominada dosis personal que se haya estipulada en el artículo 376 Código Penal. Mañana, quizás a otro Juez le parezca que ese parámetro de referencia es poco y entonces le dosis ya podría llegar a los 80 y más gramos y así sucesiva y caprichosamente. Esa indefinición, producto de una discrecionalidad mal entendida y propia del subjetivismo judicial proscrito en un Estado Social y Democrático de Derecho como el nuestro, tornaría inocua cualquier cantidad de estupefaciente.

El Tribunal distingue bien el alcance que la Corte Suprema de Justicia le dio al término insignificancia en tratándose de aquellas cantidades ínfimas que estaban bien cerca del límite máximo de la dosis permitida; entendimiento que se refleja de manera precisa en el siguiente párrafo:

Con todas las consideraciones que desde el punto de vista político criminal se pueden elaborar acerca del mercado de la cocaína, resulta evidente afirmar que las cantidades que se acercan al límite de lo permitido para consumidores, se ubica en una sutil franja de lo importante a lo insignificante. Empero, si bien el legislador no le ha otorgado discrecionalidad al juez para modificar las cantidades en orden a su punibilidad, debe tenerse en cuenta que lo dispuesto para la dosis personal marca una pauta importante para fijar la ponderación del bien jurídico en orden a su protección. 

Nótese que la decisión que ahora se revisa, va en abierta contradicción con lo equilibrado del anterior entendimiento, porque se da por sentando que insignificante no es lo que está muy próximo al límite máximo de la dosis, en nuestro caso un gramo, sino, aquella cantidad que casi alcanza el doble de ese marco de referencia.

Ese, evidentemente, no ha sido el querer de la Sala Penal de Casación, pues de haber sido así, el asunto que se conoció precisamente de este Tribunal por el porte de dos gramos de sustancia a base de cocaína, debió seguir indeclinablemente la ruta del delito bagatelar y antes por el contrario hubo una condena efectiva en contraposición de lo que se había indicado por la señora Juez de primer grado quien absolvió con fundamento en la no antijuridicidad material.

Sea como fuere, estamos de todas formas en total acuerdo -por lo que se dirá más adelante- con un argumento particular que contiene la sentencia de primer instancia y lo han expuesto varios defensores, en el sentido de que estas capturas masivas de drogadictos se tornan irracionales porque siempre se detiene al consumidor y no al expendedor, que además, no se ha tenido en cuenta la condición social de la cual provienen -campesinos- como personas que en su idiosincrasia usan estas sustancias para labrar la tierra, debiéndose permitir la dosis de aprovisionamiento para varios días. Ese tema, como ya lo habíamos anunciado, no ha sido ajeno a esta Sala de Decisión, y por supuesto se tiene que compartir, salvo por una situación que es apenas elemental: la aplicación o no de esa figura depende estrictamente de la prueba, pues no por el simple hecho de tenerse ascendencia campesina ya estamos ante la posesión de una dosis de aprovisionamiento para legitimar por esa vía cualquier posesión de droga.

Cuando se hizo alusión en este estrado al tráfico hormiga, se utilizó como una expresión bien significativa de lo que ocurre cuando se presenta el abuso del derecho, esto es, que todos tendríamos que estar de acuerdo en que cuando una persona lleva una poca cantidad de estupefacientes, pero está probado en el proceso que se trata de un hábil expendedor que utiliza ese bajo perfil para burlar la acción policiva a expensas de que por ser baja la cantidad no será descubierto, tal proceder, soterrado y pernicioso, no puede exigir condescendencia.

En esos términos, sólo la prueba obtenida nos debe indicar con claridad si estamos frente al primer personaje: campesino, humilde, consumidor rutinario que se aprovisiona con una mayor cantidad para un consumo habida consideración a la distancia de su hogar del centro de acopio; o si por el contrario se trata del hábil surtidor camuflado.

Y si la prueba es lo único que hace la diferencia, son las partes quienes con las facultades procesales deben allegar la verdad al proceso. No es apropiado exigirle al Juez que sea él quien dé por demostrado lo que por simple afirmación verbal se esboza.  

Como también somos conscientes de que es difícil para la Defensoría arriesgar al procesado a una no aceptación de los cargos a costa de recibir una pena excesiva (lo que convierte al sistema adversarial en un modelo draconiano, como lo expresara el Magistrado Fernando Tocora al discurrir sobre los preacuerdos y negociaciones
), deben servir estas reflexiones que el Tribunal acolita, para que la Fiscalía en su condición de orientadora de la Policía Judicial, forme la conciencia suficiente para que sus esfuerzos estén principalmente dirigidos a erradicar el expendio y no se conforme con la aprehensión de los adictos, finalidad para la cual están diseñadas precisamente figuras como las del agente encubierto y la entrega vigilada, porque en estos casos se prefiere la no aprehensión de un delincuente sorprendido en flagrancia por una conducta menor, a la espera de obtener un mejor resultado en el desmantelamiento de las organizaciones al margen de la ley.

De todo lo anterior se extrae: (i) La cuantificación de la dosis personal ha sido regulada normativamente con suficiencia y amplitud; (ii) No obstante, el Tribunal le ha dado cabida a la tesis del delito bagatelar, concretamente a la posesión de marihuana para cantidades cercanas a los 22 gramos, esto es, una cantidad equidistante entre la dosis personal y los 24.1. gramos que ahora se nos pone de presente; (iii) no conocemos de ningún precedente jurisprudencial, ni local ni nacional, que haya dado el salto que ahora se invoca; (iv) en tratándose de cocaína, otra de las sustancias que llenan la cotidianidad judicial, no se conoce de la aceptación del principio de insignificancia para cantidades iguales o superiores al 1.2 grs., que sería, por mera ecuación matemática, lo equivalente a 24 gramos de marihuana si es que ese tipo de conversiones fuesen admisibles, porque los 0.2 grs de cocaína son a 1 gr., lo que 4 grs. son a los 20 de marihuana que se estipulan como dosis personal, esto es, la quinta parte.
Es consciente la Corporación y creemos que así lo entienden las partes, que el hecho de adoptar desde los estrados judiciales algún límite que supere la dosis personal adoptada por el legislador, es algo comprometedor por correrse el riesgo que ese precedente irresponsablemente analizado, lleve aparejado, en la práctica, a que se le tome como un límite sustituto del legalmente establecido y se considere, absurdamente, que ya la dosis personal no sería la de veinte gramos, sino los 24, 25 ó 26 que judicialmente se adopte.

Precisamente por eso, la Sala quiso auscultar cuál era la posición del Ministerio Público en cuanto a qué cantidad que excediera la dosis personal se le podía tener como “insignificante”, a lo cual se nos dijo que lo estimado por el Delegado eran 25 gramos. De igual modo se procedió con la defensa, quien nos da a entender que hasta podrían ser los treinta y cinco (35) gramos. Todo lo cual es relevante si se tiene en consideración que al Tribunal llegaron en pretérita ocasión, decisiones judiciales en las cuales un Juez llegó a asegurar que la mencionada insignificancia era predicable de cantidades que superaran el doble y hasta el triple de la dosis personal.

Y es bien delicada la polémica, porque entonces, si llegamos a sostener para el caso que nos concita, que en verdad los 24.1 grs. incautados es algo exiguo, irrelevante, entonces porqué no los 24.2 o los 24.3 que a futuro se lleguen a decomisar, pues en esa escala y con igual tónica, los 0.1, 0.3 ó 0.4 grs. de más, deberían seguir la misma suerte dada su pequeñez, hasta alcanzar el duplo o el triple ya anunciados. O visto de otro modo, si aceptásemos los 25 grs. que se proponen, por qué no los 25.1, o los 25.2 o los 26 de una vez. En fin, algo imparable que sólo nos lleva a percibir que sería un problema indisoluble y, por lo mismo, únicamente solucionable por el poder de configuración que el legislador ostenta.
Podría pensarse, que para alcanzar la categoría de delito bagatelar en tratándose de la posesión de estupefacientes para el personal consumo, no sólo debería mirarse el factor objetivo consistente en que ese plus o exceso de la dosis personal sea realmente algo cercano al límite superior consagrado por la norma, sino que también se conjugara con otros aspectos de orden personal y social, como podría ser el grado de ignorancia, la ausencia de un medio idóneo para confrontar el pesaje frente al vendedor, pero ocurre que para el caso que ahora nos ocupa, sucede algo bien particular y consiste en que también aquí existe una buena dosis de subjetivismo, porque obsérvese:

La señora Juez de primera instancia, dentro de sus consideraciones, nos dice que OSCAR MAURICIO es un universitario, es decir, una persona con un nivel de aprendizaje importante y por lo mismo está en capacidad de conocer la norma, de regirse conforme a sus parámetros; sin embargo, en la sustentación del recurso se nos dice que tengamos en consideración que estamos en presencia de un universitario, es decir, una persona preparada, con futuro, de buena familia, a quien no se debería enlodar con un antecedente judicial. Mírese entonces que un mismo aspecto personal, sirve para prohijar una y otra tesis, aparentemente con igual poder de convicción.

Lo que a todo esto debe decir el Tribunal, es que lo primero a proteger en este tipo de aseveraciones, es el principio universal de la igualdad material y de la no discriminación, es decir, que todas las personas deben ser iguales ante la ley, indistintamente de su edad, sexo, raza o condición social. Si se dijera que por el hecho de ser el joven OSCAR MAURICIO una persona letrada, fuese motivo para hacer distinción respecto a lo de la dosis para su consumo, estaríamos patrocinando una desigualdad con respecto de aquellas personas que no tuvieron esa oportunidad social y simplemente son ignorantes, o están en la indigencia, desvirtuando incluso la regla penal que exige un trato preferencial para éstas personas, cuando tal condición de inferioridad ha incidido en el punible.
Un buen intento para configurar una excepción en el caso analizado, lo fue la afirmación del señor Procurador Judicial cuando agregó como ingrediente a favor del justiciable la real o probable confusión en la cual incurrió este joven en cuanto al verdadero peso de la hierba; pero ocurre, como quedó esclarecido, que esta apreciación dirigida a formar la idea de una causal de inculpabilidad por error de tipo, se quedó sin soporte probatorio, dado que en momento alguno OSCAR MAURICIO se despojó de su derecho a no autoincriminarse con miras a plantearle a la judicatura un tal error de apreciación. 
No escapa al Tribunal, que la confirmación del fallo de condena, como es lo que aquí se impone, da lugar a un antecedente judicial para OSCAR MAURICIO; sin embargo, la situación podría ser aún más difícil si se tiene en cuenta que él no ha cancelado la multa que se impuso como pena principal, circunstancia que por si misma sería suficiente para negar el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, es decir, que ante la no cancelación de la pena pecuniaria él debería ir a prisión. Sin embargo, en consideración a que la concesión de ese beneficio no ha sido tema de debate ante esta instancia, el Tribunal se abstendrá de hacer cualquier pronunciamiento sobre el punto y la determinación adoptada en tal sentido por la a quo  debe permanecer inmutable.
En conclusión, la decisión de primer grado debe confirmarse.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de apelación.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

            LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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